
Exposición de Motivos del Código de
Procedimientos Penales del Estado

de Michoacán de Ocampo



Código de Procedimientos Penales
del Estado de Michoacán

l'

'f

Iniciativa de Decreto que contiene Código
de Procedimientos Penales del Estado de
Michoacán de acampo, presentada por los
diputados integrantes del Consejo de Coordi.
nación para la Impiementación, Seguimiento
y Evaluación del Nuevo Sistema de Justicia
Penal del Estado de M ichoacán.

Diputado Iván Madero Naranjo,
Presidente de la Mesa Directiva del
Honorable Congreso del Estado de
Michoacán de acampo.
Presente.

Los diputados miembros del Consejo de
Coordinación para la Implementación, Se-
guimiento y Evaluación del nuevo Sistema
de Justicia Penal en el Estado de M ichoacán
de acampo, Samuei Arturo Navarro Sánchez,
JesúsAvalas Plata, Gabriela Desireé Malina
Aguiiar y Eligio Cuitláhuac González Farlas,
en ejercicio de ia facultad que nos confiere
el articulo 36 fracción 11de la Constitución
Polltica del Estado Libre y Soberano de
Michoacán de acampo, sometemos a la con-
sideración de este H. Congreso, la Iniciativa
del nuevo Código de Procedimientos Penales
para el Estado de Michoacán de acampo,
conforme a la siguiente

Exposición de Motivos:

Derivado de las reformas constitucionales
publicadas en el Diario Oficial de la Federa-
ción del 18 de junio de 2008 desencadenó
todo un movimiento que fue comenzado por
algunas entidades federativas para renovar

y replantear completamente el sistema de
seguridad pública y justicia penal en México.

En Michoacán hemos comenzado a traba-
jar para la aplicación de estas reformas, que
además del componente normativo sabemos
tiene una fuerte carga de transformación en
el funcionamiento de las instituciones.

Si bien esta reforma es conocida por
muchos como de «introducción de juiciOS
orales» o de un «sistema penal acusatorio»
y para ello es necesaria la promulgación de
un código de procedimientos penales como
pletamente nuevo, también es cierto que sin
la reestructura interna de las policlas, los
ministerios públicos, los servicios periciales,
la defensoda pública y el tribunal de justicia,
la reforma quedada trunca y sin los canales
necesarios para operar.

A partir del marco legal que expida el
Congreso de Michoacán, todos los actores
debemos estar preparados para capacitarnos
y difundir en la sociedad los cambios a los
que nos enfrentaremos con el fin de brindar
un mejor servicio. También será necesario
considerar los cambios internos que se ge-
nerarán al interior de las policias, el minis-
terio público y tribunal, tanto en el factor
humano, como en el de recursos materiales
(infraestructura y tecnologias>'

Creemos que actualmente existe per-
sonal valioso en todas las instituciones que
conforman el sistema de seguridad pública
y justicia penal, y que mucho del trabajo que
enfrentaremos en el tiempo que nos lleve
la implantación del nuevo sistema es lograr
alianzas con ellos para el apoyo del cambio,
a través del convencimiento.
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Código de Procedimientos Penales

Derivado de la reforma constitucional
publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción del 18 de junio de 2008, las entidades
federativas y la Federación están obligadas
en el plazo de 8 años a implementar un nuevo
sistema de justicia penal de corte acusatorio,
que sustituya al inquisitivo o mixto que se
encuentra vigente.

El Estado de Michoacán comprometido
con la modernización de las instituciones que
conforman el sislfma de seguridad pública
y justicia penal para dar un mejor servicio
a la ciudadania, y en cumplimiento del man-
dato constitucional, ha decidido firmemente
avanzar hacia esta reforma que plantea una
transformación radical de instituciones como
son la policia, el ministerio público, los ser-
vicios periciales y el funcionamiento de los
Juzgados Penales.

El punto de partida de la reforma penal
en las entidades federativas se encuentra en
la emisión de nuevos códigos de procedimien-
tos penales, de los cuaies se debe derivar el
resto de la legislación secundaria. Como ya
se mencionó, no se debe perder de vista que
para lograr una reforma integra, además de
la emisión de un nuevo código de procedi-
mientos penaies, éste debe estar soportado
en el cambio de estructuras institucionales.

En Michoacán contamos con la ventaja de
poder aprovechar la experiencia y el camino
andado por otras entidades federativas que
han comenzado con la implantación de la
reforma de justicia penal. Esta circunstancia
también nos ofrece la posibilidad de mejorar
y proponer soluciones a problemas que han
enfrentado otras entidades.

Para la elaboración del presente código
se tomó en consideración la experiencia de
estados como Chihuahua, Oaxaca, Morelos,
Zacatecas, Durango, Baja California y Esta-
do de México. También se tuvo como base
de estudio el código de la Conatrib como
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elemento de apoyo ya que este fue emitido
posteriormente a la reforma constitucional y
en ese sentido puede enriquecer los esfuerzos
que ya habian comenzado algunas de esas
entidades.

Además, fue necesario contar con
referentes internacionales. Por un lado, el
estudio de paísesde tradición de common law
por ser los modelos originarías del sistema
acusatorio como, son Reino Unido y Estados
Unidos; y por otro, y aún de mayor utilidad,
la adaptación que han realizado países de
tradición latina sobre todo en Centro y
Sudamérica corno son Chile, Colombia y
Costa Rica principalmente.

Pero además de tener algunos referentes
normativos es importante considerar desde
el principio y prácticamente de manera pa-
ralela el funcionamiento integral y práctico
del nuevo sistema de justicia penal. Por ello
es necesario armar un mapa del proceso
que finalmente también se vea reflejado en
la legislación, por lo que se incluye en el
presente documento esquemas generales
que describen el proceso penal de acuerdo
a la propuesta de Código de Procedimientos
Penales del Estado.

Para contar con bases sólidas en la
implementación de un sistema de justicia
penal de carácter acusatorio, se ha traba-
jado en la elaboración de un nuevo Código
de Procedimientos Penales del Estado que
comprenda y regule las figuras jurídicas que
establece la reforma constitucional del 18
de junio de 2008. Como se mencionó, si bien
se han retomado experiencias tanto nacio-
nales como internacionales, el nuevo Código
de Procedimientos Penales del Estado de
Michoacán tiene ciertas características que
lo distinguen y que se presentan como una
propuesta y aportación en el contexto de la
normativa nacional.

A continuación se hace una breve descrip-
ción del nuevo Código de Procedimientos Pe-
nales del Estado de Michoacán (en adelante

NCPPM) a fin de facilitar su interpretación
y que ésta sea enriquecida con la experiencia
de los distintos actores de la reforma.

1. Definiciones, derechos y garantias
y disposiciones generales

El Titulo Primero del NCPPM comienza
con la definición de ciertos elementos esen-
ciales para la comprensión del nuevo proceso
y que pueden representar un cambio de con-
cepción importante entre el proceso penal
de tipo inquisitivo o mixto, que en adelante
denominaremos tradicional.

Asl por ejemplo, el concepto de denun-
cia se amplia para abrir la posibilidad de
considerar como tal los reportes policiales
o la noticia criminal. Esto permitirá en la
práctica, por una parte, la des formalización
de los trámites para hacer una denuncia (ya
que en sistema tradicional la complejidad
de la presentación de una denuncia es un
desincentivo de la denuncia ciudadana) y,
por otra, ampliar la base de información que
puedan tener las instituciones encargadas de
la investigaCión criminal.

Otra definición relevante es la de inves-
tigaCión ya que en el ámbito nacional y a
fuerza de querer comparar o encontrar su
equivalente en el sistema tradicional se ha
hecho una distinción entre la investigación
desformaJizada (aquellas actividades de in-
dagación realizadas antes de la vinculación
a procesal como si se tratara de la averi-
guación previa, y una etapa de investigación
formalizada o judiciaJizada posterior a la
vinculación a proceso como si se tratara de
la instrucción del sistema tradicional.

En cambio, la definición que se propone
en el NCPPM para la investigación está más
orientada a conceptuaJizarla como una serie
de actividades tendientes a la averiguación
o Indagación de un hecho que puede darse
~ntes y después de la vinculación a proceso.
sto es, para evitar el riesgo de caer en las

mismas rutinas de armar una averiguación
previa, porque se considera a la investigación
una actividad constante dentro del proceso
penal que se realiza con el fin de obtener
elementos de prueba que se presentarán en
la audiencia del juicio oral.

Por otra parte, también se definen la
fundamentación y motivación en el contexto
de un método de trabajo basado en audien-
cias, principalmente para evitar caer en la
práctica de la repetición y lectura reiterada
por parte de las partes y de las autorida-
des judiciales de fundamentos jurídicos que
prolongan innecesariamente las audiencias
como se ha observado en algunas entidades
federativas. Lo anterior en el entendido de
que las partes actúan legalmente, y que en
caso contrario el principio de contradicción
les dará oportunidad a las partes de oponerse
a aquellas peticiones de la contraparte que
sean ilegales. Y por otra parte, el juez ten-
drá oportunidad en la misma audiencia de
cuestionar la legalidad de la actuación de las
partes derivado de la inmediación.

En este primer capitulo también se in-
troducen articulas que establecen las etapas
del proceso y de los sujetos procesales como
punto de partida para la comprensión general
del nuevo proceso penal y para establecer la
intervención y roles de los distintos actores
en cada una de ellas.

2. Etapas del proceso penal

Respecto a las etapas del proceso consi-
deramos importante la descripción de cada
una de ellas. De acuerdo al NCPPM, las
etapas del proceso penal son investigación,
etapa intermedia, juicio oral, impugnación
y ejecución de sanciones. A continuación se
describe cada una de ellas:

al Investigación: Como se mencionó, el cam-
bio de concepto de la averiguación previa
e instrucción del sistema tradicional hacia
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el de investigación constituye una de las
claves esenciales para la comprensión
del funcionamiento del nuevo proceso
penal. En las discusiones generadas en
nuestro pals a ralz de la posibilidad de
transitar hacia un sistema acusatorio,
uno de los elementos que se identificaron
desde el principio como fundamentales
para la transformación del proceso fue
precisamente el de la averiguación previa.
Para dar el salto de la averiguación previa
hacia un nuevo modelo de la investigación
es necesario abandonar las categorias del
proceso tradicional; ello implica plantear
un nuevo concepto de la investigación
como etapa procesal.
La investigación en lugar de entenderse
como una etapa rigida del proceso que co-
mienza y termina en un punto exacto del
proceso, se define esencialmente como
una actividad que inicia con el conoci-
miento (por diversas vlas más amplias que
la presentación de una denuncia por parte
de una vlctima) de hechos posiblemente
constitutivos de delito, y que culmina con
el cierre de la indagatoria derivado de
ia obtención de los elementos de prueba
disponibles encontrados por el ministerio
público investigador.
En el transcurso del desarrollo de esta
actividad efectivamente se puede nece-
sitar la realización de actos de molestia
(detenciones, cateos, intervención de
comunicaciones, etc.) que requerirán la
intervención de un juez local o federal
que autorice y controle la legalidad de
dichos actos a petición del ministerio
público investigador.
En este nuevo concepto y desarrollo de
la investigación es importante conside-
rar que el ministerio público pierde la
fe pública, ya que sólo los medios de
prueba que se desahogan ante el órgano
jurisdiccionai serán susceptibles de ser
considerados para dictar una sentencia.

POOERJUOICIALOELESTAOOOEMICHOACAN

En consecuencia, también, pierde sentido
la integración de expedientes sumamente
formales, ya que el método de análisis de
los medios de pruebas es el desarrollo de
audiencias, en las que las partes frente
al juez refutan las pruebas de la parte
contraria.
Ahora bien, eso no significa que las ac-
tuaciones realizadas en la investigación
no deban registrarse de alguna manera
o que carezcan de valor para la toma
de decisiones, sino que éstas pueden ser
consideradas como fundamento de los
fallos judiciaies en tanto se reproduzcan
ante el órgano jurisdiccional.
A la fecha, dentro de la Procuraduria
General de Justicia del Estado se cuenta
con el aparato que agrupa a los poli-
ciales ministeriales subordinados a las
decisiones de los agentes del Ministerio
Público; y por otra parte, a los ministerios
públicos que integran las averiguaciones
previas y litigan los casos ante el tribunal.
De acuerdo con las reformas orgánicas
planteadas y de conformidad con la lógica
de un sistema acusatorio, la forma de
organización descrita de la policla y del
ministerio público del sistema tradicional
pierde sentido.
Para dar solución a esta problemática,
las reformas a las leyes orgánicas pro-
puestas y este NCPPM plantean que la
investigación puede ser desarrollada por
un investigador con las facultades para
solicitar ciertos actos de moiestia. Pero
para que ello sea posible, de conformidad
con el articulo 21 de la Carta Magna
reformada, se requiere que dicha auto-
ridad investigadora tenga el carácter de
M inisterio Público.
En esta etapa o fase del proceso, una
vez que esté concluida la investigación
a juicio del Ministerio Público o que se
requieran actos de molestia tendientes
a obtener mayores elementos de prueba,

será necesario acudir ante el juez de
control para verificar la legalidad de los
actos de investigación e iniciar, en su caso,
el proceso penal en contra del imputado.
De tal manera que durante la investi-
gación es cuando tienen lugar la o las
audiencias en que se verifica la legalidad
de la detención, la formulación de la
imputación, la vinculación a proceso, la
procedencia de medidas cautelares y se
fija el tiempo máximo que, según el caso,
se requiera para cerrar la investigación; e
incluso las audiencias de carácter privado
entre el juez y los investigadores que se
requieran para pedir la autorización de
la realización de actos de molestia ten-
dientes a la averiguación o indagación
de los hechos.
Finalmente no debe perderse de vista
que ei objeto principal de la investigación
es contar con los elementos de prueba
necesarios para que el Ministerio PÚ-
blico pueda sustentar su acusación, o
en el caso contrario de no obtener los
elementos probatorios suficientes o por
las caracteristicas particulares del caso
encontrar la salida más acorde a través
de la aplicación del archivo, la decisión de
no ejercicio de la acción penal, aplicación
de criterios de oportunidad, mediación,
conciliación, suspensión condicional o
juiCio abreviado.

b) Etapa intermedia o de preparación de
jUicio oral: En el NCPPM, la siguiente
etapa inicia con la acusación que presenta
el Ministerio Público. Una vez formulada
la acusación, se regula la citación a una
audiencia intermedia o de preparación
a juiCio oral que deberá llevarse a cabo
dentro en un plazo no inferior a vein-
ticinco dlas ni superior a los treinta y
cinco dlas siguientes. El objeto de esta
audiencia es el ofrecimiento y admisión
de los medios de prueba, asi como la
depuración de los hechos controvertidos

y la determinación del daño causado por
el delito que será materia del juicio oral.
En la audiencia de preparación al juicio el
debate se limita a considerar la suficien-
cia formal y sustantiva de la acusación¡
incluida la licitud y relevancia de las
pruebas ofrecidas, antes de entrar en la
etapa del juicio propiamente.
Aun cuando en esta etapa no hay desaho-
go de medios de prueba, la audiencia de
preparación a juicio se desarrolla ante
el juez de control bajo los principios de
publicidad, oralidad, inmediación, contra-
dicción y concentración. De esta manera
se fijan las posiciones de las partes: acu-
sación y contestación de la defensa, sin
que se comprometa el resultado.
Para evitar duplicidades, fortalecer la
capacidad de la contradicción y ahorrar
tiempo, el Ministerio Público se compro-
mete con lo que pretende comprobar en
juicio a través de su acusación, ya que la
efectividad de su pretensión se conoceria
al cabo de la presentación y contradicción
en forma oral y pública de la prueba en
la audiencia principal, presidida por el
juez.
En estas audiencias se evalúa: 1. La ad-
misión de pruebas (no se desahogan); 2.
Los hechos que se tendrán por probados
mediante acuerdos probatorios de las
partes; y 3. Los medios de prueba que
serán excluidos del juicio. Terminado el
debate, si es que lo hay, sobre estos pun-
tos el juez de control dictará el auto de
apertura de juicio en el que se definen
(de acuerdo a las pruebas a desahogar):
los cargos, la participación y niveles de
responsabilidad, que se demostrarán fren-
te al órgano jurisdiccional que llevará ia
audiencia de debate de Juicio Oral.

c) Juicio Oral: En los sistemas procesa-
les inquisitivo y mixto sólo se contaba
con una forma de resolución: sentencia
condenatoria, absolutoria o mixta. El
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sistema acusatorio introduce varias for-
mas de solución, Por ende, el éxito de la
implementación del NCPPM estribará
en que sólo aquellos casos de relevancia
social en los que efectivamente exista una
controversia que pueda ser sustentada en
pruebas por las partes que sean sometidas
al jUicio oral.
Algunas caracteristicas de esta la au-
diencia de debate a Juicio Oral son:
Se rige por los principios que han influido
en la investigación yen la etapa interme-
dia realzan el Juicio Oral: inmediación,
contradicción, continuidad, concentración
y publicidad,

o El órgano jurisdiccional que conoce del
juicio oral debe ser un tribunal colegiado
compuesto por jueces que no han tenido
contacto con el caso anteriormente,

o El juicio oral demanda la presencia nece-
saria de los jueces, del M inisterio Público
y de la defensa por lo menos,

o El imputado tiene derecho a presenciar
todo el juicio, salvo las excepciones que
establece el propio código.
La prueba primordial es el testimonio,
concebida en sentido amplio, toda vez
que incluye a los peritos y al propio im-
putado, No existen la tacha de testigos,
ni peritajes absolutos, Lo anterior en
virtud del sistema de libre valoración de
la prueba del juez y la posibilidad de las
partes de interrogar y contrainterrogar
a todo testigo,

o Los peritos concurren al juicio oral a
explicar su informe, es decir, no se limitan
a leer o a ratificar lo que alli se dice.

o La única manera de incorporar al debate
la información de un testigo o perito es,
en principio, presentarlo a que declare
en el juicio, salvo las reglas de prueba
anticipada, los acuerdos probatorios y la
lectura para refrescar memoria o hacer
manifiestas las contradicciones del tes-
tigo,
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Oeacuerdo al sistema acusatorio, rige el
sistema de libre valoración de la prueba
y de la sana critica; en consecuencia, la
sentencia debe motivarse de tal modo
que las pruebas que forman la convicción
del juzgador sean razonables para todo
aquel que presencia el juicio.
La prueba instrumental -documentos,
objetos y otros elementos de convicción-
previa su incorporación al debate, podrán
ser exhibidos al imputado, a los testigos
ya los peritos, para que los reconozcan
o informen sobre ellos,

Considerando las cuestiones anteriores, el
desarrollo de la audiencia de Juicio Oral se
estructura de la siguiente forma:
1. Al inicio del Juicio Oral, el Tribunal sólo

cuenta con el auto de apertura elaborado
por el juez de la etapa de preparación a
juicio, Dicho auto contiene la acusación
del Ministerio Público y la exposición de
la defensa. Por su parte, el Ministerio
Público y la defensa deberán tener toda
la información que se desarrollará en el
debate, incluida la de la contraparte.

2. El dia y la hora señalados para la ce-
lebración del debate de Juicio Oral, el
Presidente del Tribunal verificará la pre-
sencia de los demás jueces, de las partes,
de los testigos, peritos o intérpretes y
de la existencia de las cosas que deban
exhibirse en él, y lo declarará abierto.

3. A continuación las partes realizarán
una exposición oral de las posiciones
planteadas que constituyen los alegatos
de apertura. En estos alegatos se debe
plantear la teoria del caso de cada parte,
por lo que no deben ser argumentativos
ni ofrecer motivación de la prueba, pues
ésta todavia no se ha presentado.

4. Una vez presentados los alegatos de
apertura, se comienza el desahogo de
los medios de prueba comenzando por
el Ministerio Público, el coadyuvante,
el actor civil y la defensa. Es importante

considerar que el orden de la presenta-
ción de los medios de prueba depende
de las partes, pues es su estrategia en la
defensa de su particular teoria del caso,

5. El debate del Juicio Oral se desarrolla
fundamentalmente mediante el interro-
gatorio directo y el contrainterrogatorio
del testigo o perito.

6. Una vez que se han desahogado los me-
dios de prueba, el Presidente del tribunal
de Juicio Oral concederá sucesivamente
la palabra al agente del Ministerio Públi-
co, a la parte coadyuvante, al actor civil
y al tercero civilmente responsable si los
hubiere, y al defensor del imputado, para
que, en ese orden, emitan sus alegatos
finales o de clausura. El acusado tendrá
siempre el derecho a la última palabra. El
alegato final es uno de los momentos más
relevantes del debate, ya que los medios
de prueba se desahogan precisamente
para construir este alegato final, pues es
en este momento cuando por primera y
única vez se dará soiidez y con asistencia
a la teoria del caso de cada parte.

7. El Juicio Oral, previa deliberación de los
jueces, termina en la sentencia definitiva
que decidirá si el hecho es delito y si el
mismo fue o no cometido por el imputado
de modo que éste sea o no acreedor de
una pena.
La oralidad se liga estrechamente con
el principia de inmediación que exige
al Juez o tribunal su presencia en las
audiencias para escuchar el debate sobre
los hechos y argumentos juridicos entre el
ministerio público y la defensa. De esta
manera se garantiza una calidad mayor
de la información rendida, al tiempo que
se impide la delegación de facultades,
Como el interrogatorio del imputado,
testigos, peritos, etc., en una persona
distinta del juez.
Para asegurar la calidad de la oralidad y
que no sufra detrimento ante la posibili-

dad de lectura de escritos por las partes,
en el articulo 47 del NCPPM referente
al «Registro de los actos procesales y las
audiencias» se establece la prohibición
de que las partes den lectura a sus ale-
gaciones,
De tal manera que la lectura se acota a
los casos establecidos en el propio Códi-
go en aquellas cuestiones en las que es
estrictamente necesario, además de dar
libertad plena a los jueces para poder
corregir errores en las audiencias cuando
éstos adviertan que las partes sólo están
haciendo lectura de documentos, entorpe-
ciendo asi el desarrollo de cualquier tipo
de audiencia y en demerito de la calidad
de la oralidad.

d) Impugnación: Una de las caracteristicas
esenciales del sistema acusatorio es la
limitación de los medios de impugnación,
especialmente contra la sentencia, ya que
se trata de fortalecer la postura del juez
de primera instancia.
No obstante lo anterior, el NCPPM per-
mite, en las etapas de investigación e
intermedia o de preparación a juicio los
recursos de apelación y revocación; y con
la emisión de la sentencia se produce
el derecho de impugnar, mediante los
recursos de casación y revisión.
Estos recursos tienen una lógica de tra-
mitación y de causales distinta al sistema
tradicional:
Revocación: Procede contra las resolu-
ciones que resuelvan sin sustanciación un
trámite del proceso, a fin de que el mismo
juzgador que los dictó examine nueva-
mente la cuestión y dicte la resolución
que corresponda. Como regla general,
este recurso se deducirá oralmente en
las audiencias, y, en su defecto, por es-
crito, dentro de los tres dias siguientes
de notificada la resolución.
Apelación: Por regla general, procede
contra las resoluciones dictadas por el
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juez en las etapas preliminar e interme-
diat siempre que éstas causen un agravio
irreparable a los intereses y derechos
de alguna de las partes, pongan fin a la
acción o imposibiliten que ésta continúe.
Se interpone por escrito ante el mismo
juez que dictó la resolución y se remite,
previo emplazamiento de las partes, al
tribunal competente. El tribunal que re-
suelva el reCursOcitará a una audiencia
para fallarlo en definitiva, convocando al
efecto a todas las partes interesadas.
Casación: Procede contra la sentencia y
resoluciones de sobreseimiento dictadas
por el Tribunal de Juicio Oral, siempre que
no se haya observado un precepto legal o
éste haya sido aplicado erróneamente en
la audiencia de juicio oral y la sentencia.
El efecto de la concesión de la casación
será la reposición de la audiencia de
juicio oral.
Revisión: Procede contra la sentencia
firme, en todo tiempo, y únicamente a
favor del sentenciado, cuando los hechos
tenidos como fundamento de la sentencia
resulten incompatibles con los estable-
cidos por otra sentencia penal firme; se
haya fundado en medios de prueba docu-
mentales o testimoniales cuya falsedad se
haya declarado en fallo posterior firme
o resulte evidente aunque no exista un
proceso posterior; haya sido pronunciada
a consecuencia de prevaricato, cohecho¡
violencia u otra argumentación fraudu-
lenta, cuya existencia se haya declara-
do en fallo posterior firme, sobrevengan
hechos nuevos o medios de prueba que
solos o unidos a los ya examinados en el
proceso, hagan evidente que el hecho no
existió, que el sentenciado no lo cometió
o que el hecho cometido no es punible o
corresponda aplicar una norma más fa-
vorable, corresponda aplicar una ley más
benigna, o una amnistia o se produzca un
cambio en la jurisprudencia que favorezca
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al sentenciado; o se obtenga resolución
a favor por parte de un organismo ju-
risdiccional supranacional que resulte
obligatoria conforme a los tratados de
derechos humanos firmados y ratificados
por el Estado mexicano.

el Ejecución de la sentencia: Con la intro-
ducción de los jueces de ejecución en
la Carta Magna surge la necesidad de
establecer un esquema de procesamiento
completamente diferente al del sistema
tradicional para la vigilancia y control
judiciales de la ejecución de las sanciones
penales.
Esta parte del NCPPM se complementa
con la Ley de Ejecución de Sanciones, se
establecen los derechos esenciales de los
sentenciados, las facultades de los jueces
y el procedimiento básico que en su caso
deben seguir las partes y la autoridad
judicial para la resolución de conflictos
en esta etapa del proceso penal.
Lo anterior, como lo dispone la Ley de
Ejecución de Sanciones del Estado de
Michoacán, no es óbice para que las au-
toridades administrativas de los Centros
de Reinserción Social cuenten con el
personal profesional técnico necesario
que dé seguimiento al cumplimiento de
las sanciones.
A partir de esta descripción del proceso
penal se deberán generar manuales, for-
mularios y prácticas para el desarrollo
ágil, eficiente y justo del proceso penal.

Nuevas figuras jurisdiccionales

A continuación se analizan algunos aspec-
tos vinculados a las figuras jurisdiccionales
que son establecidas con la reforma consti-
tucional y legal del Estado.

1. Juez de control de garantlas

La creación del juez de control de ga-
rantias es una de las innovaciones introdu-

cidas por esta reforma. De acuerdo con lo
establecido en el articulado constitucional
y legal, puede apreciarse que las funciones
de este juez serán:

Resolución en forma imparcial de las
solicitudes del Ministerio Público que
se traduzcan en afectación de derechos
del imputado; asi, si el Ministerio Público
Investigador que está realizando la in-
vestigación precisa ingresar al domicilio
del imputado, deberá solicitar la orden
correspondiente al Juez de Control; si
el Ministerio Público quiere solicitar
que se imponga la detención preventiva,
deberá realizar esa solicitud ante el Juez
de Controi posibilitando, en el marco de
una audiencia oral, ia discusión sobre
su procedencia o no con la defensa; si
quiere que se reciba alguna prueba en
carácter de prueba anticipada deberá
realizar la solicitud al juez de control de
garantlas para que éste convoque a una
audiencia donde se discuta con la defensa
la efectiva necesidad o no de adelantar
esa prueba; es decir, que cada vez que
el Ministerio Público precise realizar
un acto de investigación que afecte los
derechos del imputado, O pretenda res-
tringir el ámbito de libertad del mismo,
deberá solicitar una audiencia con el
juez de control de garantias, donde éste,
posibilitando a la defensa el ejercicio
del contradictorio, tomará la decisión
sobre la procedencia o no de la petición
formulada por el Ministerio Público. Nue.
vamente véase que esta decisión será
tomada en una audiencia oral y que la
única solicitud escrita será la solicitud de
audiencia, para posibilitar la discusión en
ese ámbito.
Conflictos que se presenten durante el
desarrollo de las etapas previas al jui-
cio oral; por ejemplo, existiendo para
la víctima el derecho a coadyuvar en
la labor del Ministerio Público, puede

presentarse el caso en que la vlctima
proponga una determinada labor de in-
vestigación (entrevistar a determinados
testigos, concurrir a determinado lugar,
hacer una reconstrucción del hecho,
etc.) y el Ministerio Público se nieguen
a realizarla; en tal caso, la vlctima podrá
concurrir ante el Juez de Control para
solicitar que en su carácter de contralor
del proceso y de garante de los derechos
de las partes, ordene al Ministerio Públi.
ca atender su pedido. Desde el punto de
vista del imputado y su defensor, puede
ocurrir que el Ministerio Público tenga
reticencias en permitir el acceso a la
investigación al defensor; si se diera este
caso y el defensor no tuviera posibilidad
de conocer la investigación que el Mi-
nisterio Público está realizando, podrla
concurrir ante el Juez de Control para
solicitar que ordene al Ministerio Público
cesar en su comportamiento y permita
ejercer el derecho de defensa en juicio.
Este tipo de cuestiones, que tienen direc.
ta relación con el respeto por los derechos
de las partes, serán decididas por el Juez
de Control, sobre la base de las peticiones
concretas que las partes formulen.

• Control de convenios entre las partes;
en aquellos casos en que se abra la po-
sibilidad para la aplicación de un me-
canismo alternativo de resolución de la
controversia, hemos visto que la reforma
constitucional establece la necesidad
de que la ley regule en qué casos habrá
control jurisdiccional. El juez de control
puede tener a su cargo la supervisión de
esos convenios, por ejemplo, en términos
del efectivo cumplimiento de la repara-
ción del daño si estuviéramos ante un
caso donde las partes han conciliado en
cesar la persecución penal a cambio de
la cobertura de los gastos causados por
el hecho ocurrido; o el cumplimiento de
determinadas condiciones por parte del
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un nivel especifico de control jurisdiccional.
El esquema para la definición de las fun-
ciones y estructura del Juez de Ejecución
tendria que considerar también las reglas
existentes legales y administrativas corres.
pondientes.

Por lo antes expuesto, tenemos a bien
someter a la consideración de este Honorable
Representación Popular para su análisis, dis.
cusión y, en su caso, aprobación, la siguiente
Iniciativa de ....

reinserción social que si bien puede resultar
positivo, también puede generar numerosos
inconvenientes en términos de cadenas de
mando y jerarquias (generándose una si-
tuación similar a la que suele darse con la
policla que debe responder a sus jerarquias,
pero también debe hacerlo al Ministerio
Público en temas de investigación criminaD.

Por ello, sostenemos que esta figura debe
ser diseñada pensando en su mejor utilidad y
en los ámbitos concretos que pueden requerir

Otro órgano jurisdiccional novedoso que
comienza a existir con la reforma constitu-
cional y legal es el denominado «Juez de
Ejecución». Esta figura debe ser analizada
con sumo cuidado, ya que su incorporación
implica más que la creación de un nuevo órga-
no: implica la asunción de la etapa de ejecu-
ción de la pena como una parte integrante del
proceso penal desde el ámbito jurisdiccional
y no ya meramente administrativo.

En la actualidad, una vez dada la senten-
cia y resueltos los recursos, la ejecución de
la pena es un ámbito que queda reservado
en cuanto a su control, cumplimiento y apli-
cación de beneficios, a la administración
penitenciaria. La figura del juez de ejecución,
como garante del efectivo cumplimiento de
los fines de la pena, viene a romper en al-
guna medida ese esquema administrativo,
incorporando un control jurisdiccional extra
que requiere un diseño que, a la vez que po-
sibilitan resultados positivos desde el punto
de vista jurisdiccional, no genere rupturas en
la lógica de la administración penitenciaria.

Por ejemplo, los directores de centros
preventivos y de reinserción social responden
a una autoridad administrativa bajo la cual
ejercen sus funciones y que, a la vez, es quien
controla su accionar y vela por la correcta
administración de los penales; la incorpora-
ción del juez de ejecución agrega un nuevo
control, externo, a los directores -y a todo
el personal- de los centros preventivos y de

3. Juez de Ejecución
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interior del propio sistema judicial como
respecto del conjunto de la sociedad. Al res-
pecto es necesario tener en cuenta que sus
decisiones serán en la mayor parte de los
casos definitivas y que el sistema destinará
en el acto del juicio sus mejores esfuerzos
con el fin de lograr obtener una buena calidad
de información, asi como una legitimación
social de la decisión.

imputado (no concurrir a determinados
lugares, no comunicarse con determi-
nada gente, realizar algún tipo de tra-
tamiento, hacer un trabajo comunitario,
entre otros) en aquellos casos en que
la medida alternativa haya estabiecido
que el imputado tiene esas obligaciones
como condición para la suspensión de la
persecución penal.
En ese sentido la propuesta es que los

jueces menares en materia penal, desapa-
rezcan para ser sustituidos por jueces de
control de garantias y de acuerdo al esquema
de gradualidad que se proponga.
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2. Tribunal de Juicio Oral

Siendo el juicio la etapa central del pro-
ceso penal este órgano jurisdiccional tendrá
como tarea fundamental la de valorar la
prueba producida en juicio a los efectos de
determinar la culpabilidad o inocencia de la
persona acusada de la comisión de un delito.

En el caso del juicio oral, la suspensión
de las audiencias y consiguiente ruptura de
la continuidad aparece como un riesgo que
hay que considerar y procurar evitar desde
el inicio de la implementación. Los jueces
deben estar dedicados a la realización de
audiencias y, a diferencia de la posibilidad
actual de realizar múltiples diligencias en
paralelo por medio de los secretarios de
juzgado, la prohibición de delegación de
funciones claramente indica que el juez sólo
podrá realizar una audiencia por vez, y el
principio de continuidad manda que esa au-
diencia deba concluir antes de iniciar otra.

En ese sentido, la agenda de audiencias
debe ser elaborada cuidadosamente y el
personal de apoyo debe garantizar que nada
interrumpirá el juicio.

Por último cabe resaltar que es necesario
considerar la necesidad de que el órgano a
quien se encargue esta misión debe estar
revestido de una gran legitimidad tanto al
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